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Introducción general. La Constitución de 1991: el ideal en medio de la tormenta


¿Cómo leer las transformaciones después de treinta años?

¿Cuáles son las rutas investigativas por construir?

Andrés Abel Rodríguez Villabona

Luis Manuel Castro Novoa

Introducción

Hace un par de años, en Colombia se conmemoraron las primeras tres décadas de la entrada en vigor de la Constitución Política de 1991. Por supuesto, hubo todo tipo de actividades académicas, imponentes celebraciones institucionales, también discursos, homenajes y festejos, por todo el territorio nacional. La mayoría de ellos tuvo un tono común: una visión apologética de la Constitución y de las peripecias de sus orígenes. Esa perspectiva ha reivindicado, sobre todo, la ampliación del catálogo de derechos respecto del régimen constitucional anterior, así como su promoción, divulgación y desarrollo como producto, principalmente, de un enfoque progresista que, en términos generales, ha caracterizado la jurisprudencia de la Corte Constitucional y ha permitido profundas e intensas transformaciones sociales.

En su momento, la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacional de Colombia también se unió a ese conjunto de actos conmemorativos. El grupo de investigación Derecho Constitucional y Derechos Humanos convocó a profesores, estudiantes y egresados, especialmente, de los diferentes programas de posgrado de la Facultad para que participaran en un evento en el que fuera posible reunir en un mismo espacio reflexiones plurales y diversas sobre lo que, a la fecha, ha representado en distintos ámbitos y temáticas la puesta en marcha de nuestra última carta política.

Inicialmente, el proyecto tenía una motivación modesta. Sabíamos que, en los últimos años, la producción académica en el mundo del derecho y, en particular, en el derecho constitucional, se ha incrementado sustancialmente. Muestra de ello es la multiplicidad de libros académicos, trabajos de grado, tesis y artículos publicados en antiguas y nuevas revistas especializadas, en su mayoría, en un contexto reciente de proliferación de planes de estudios de maestrías y doctorados en el país —que también se ha vivido al interior de la Universidad Nacional—. Sin embargo, dado que una crítica recurrente ha sido que esa producción sigue siendo dispersa, individual, autorreferencial y, sobre todo, que muchas veces no cuenta con los canales de difusión suficiente para ser conocida y debatida, quisimos, a propósito de los treinta años, generar un escenario que permitiera que muchos de esos productos circularan más allá de sus propios autores, revisores, evaluadores y lectores ocasionales, de manera que pudieran ser conocidos y debatidos, amplia y vigorosamente, en unas jornadas que se desarrollaron los días 23, 24 y 25 de noviembre de 2021. Desde luego, estábamos convencidos de que, en ese universo, muy seguramente encontraríamos productos interesantes, valiosos y rigurosos que nos permitirían hacernos una idea general sobre cómo en nuestra alma mater, en tanto universidad pública, se está percibiendo la historia reciente del funcionamiento del régimen constitucional.

Para nuestra sorpresa, a pesar de desarrollarse de manera virtual y cuando aún las medidas de aislamiento adoptadas por la pandemia de la covid-19 estaban vigentes, el proyecto tuvo una acogida y participación que superó nuestras expectativas. Más allá de eso, los planteamientos que se ventilaron, durante los días en los que se llevó a cabo el evento, a pesar de sus especificidades, tenían unas características comunes que nos llamaron la atención: una gran proporción de esos trabajos renunciaba a una visión acrítica e idealizadora de la Constitución de 1991. Por el contrario, ponían en tela de juicio varias de las narrativas —casi canónicas en nuestra bibliografía— con las que se ha descrito la irrupción del último texto constitucional en la vida nacional.

Por un lado, cuestionaron esa percepción dominante que da cuenta de un desarrollo evolutivo, progresivo y lineal del discurso y la dogmática de los derechos, para evidenciar contextos de crisis y rupturas, donde, por el contrario, se han presentado fuertes retrocesos en la garantía y protección de los derechos, incluso en la propia jurisprudencia constitucional. Por otro lado, también relativizaron aquellos planteamientos que le atribuyen los avances conseguidos exclusivamente a la labor de la Corte Constitucional y a la existencia de unos magistrados iluminados, renovadores y reformistas. Se señaló que esas miradas tienden a ignorar el papel de los movimientos sociales y las organizaciones de la sociedad civil en las dinámicas transformadoras y las conquistas sociales en materia de derechos. De hecho, varios de los trabajos invitaron a mirar con sospecha aquellos relatos que le atribuyen a la condescendencia institucional las grandes victorias constitucionales de los años recientes, en concreto, porque esas lecturas tienden a invisibilizar las complejas y difíciles luchas de grupos y personas, que aún siguen siendo excluidos, discriminados y con limitaciones de acceso a bienes y servicios que deberían estar garantizados. Por último, un grupo amplio de esos textos ilustró la existencia de un espectro de nuevos derechos y ámbitos de protección, frente a los cuales el sistema jurídico-político aún está en deuda con la sociedad colombiana, bien sea por el cúmulo de promesas incumplidas de la carta del 91 o, simplemente, porque el texto constitucional se quedó corto frente a demandas concretas que han emergido en los últimos lustros.

Es así como, en contraposición a esa sensación de optimismo generalizado, una parte considerable de los trabajos presentados en esas jornadas de noviembre de 2021 se mostró escéptica frente a los logros y las posibilidades de ese denominado constitucionalismo transformador. Algunos otros, en la misma dirección, llamaron la atención sobre sus déficits democráticos y sobre la necesidad de formular análisis en perspectiva comparada que, lejos de defender el carácter excepcional del constitucionalismo colombiano, nos haga parte del complejo proceso de reformas constitucionales ocurridas en América Latina en las últimas décadas.

La recopilación y sistematización de esas investigaciones en los tres tomos, que hoy se ponen a consideración de las y los lectores, ha sido producto de un trabajo largo, lento y dispendioso, con los obstáculos y las limitaciones propias de una empresa de esta envergadura. Fueron meses de idas y venidas, de discusiones, de ajustes y revisiones, de recesos, de modificaciones sustanciales o simples retoques, de nuevos ajustes y actualizaciones, para un total de 56 capítulos, así como numerosas autoras y autores involucrados en esta obra conjunta. Así pues, superadas las dificultades que se presentaron en el proceso, podemos decir con tranquilidad que, haber conseguido agrupar en una misma publicación el resultado de los estudios e investigaciones de una multiplicidad de autoras y autores de diferentes generaciones, con formas de pensamiento, perfiles académicos, metodologías de análisis y preocupaciones variadas, es algo que hoy nos llena de un orgullo y una alegría enormes. Por una parte, por lo que representa en la historia editorial de la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacional de Colombia, y por otra, porque somos conscientes de la calidad, pero también de la necesidad de las reflexiones y los aportes que aquí convergen, los cuales, hay que decirlo, surgen en el marco de la responsabilidad crítica y propositiva que como institución educativa pública tiene la Universidad Nacional de Colombia frente al país.


En conjunto, se trata de una serie de trabajos que nos enseñan formas diferentes de leer las transformaciones que se han presentado, en diferentes áreas de la cultura jurídico-política, en las últimas tres décadas, alrededor de la Constitución de 1991.

Puntos de encuentro: ¿cuáles han sido y cómo leer las transformaciones después de treinta años?

Ahora bien, en esa mirada crítica existen algunos elementos característicos que funcionan como puntos de partida y, a la vez, de encuentro, para adentrarnos en este trabajo colectivo. En efecto, uno de los eventos más importantes, no solo para el derecho y la política, sino para la historia social colombiana, ha sido la promulgación de la Constitución Política en 1991. Es posible afirmar que no solo tuvo repercusiones jurídicas, como sucede con las constituciones en todos los países del mundo, sino que, además, impactó profundamente la relación entre la sociedad y sus instituciones, lo cual se refleja, principalmente, en la adopción del discurso de los derechos por parte de diversos sectores de la población colombiana. Esto se explica, en buena medida, por el hecho de que en la época de su elaboración y aprobación “el espíritu de reforma nacía del espíritu de la posguerra fría: protección de los derechos humanos y del medio ambiente, sociedad civil participativa, descentralización, desmilitarización” (Palacio y Safford, 2002, p. 614).

Sin embargo, durante estos años de vigencia también se han suscitado discusiones en las cuales se han cuestionado algunas de sus normas e instituciones, además del alcance que ha tenido su implementación. Las grandes promesas que se formularon durante el proceso constituyente hicieron que desde un comienzo la Constitución enfrentara múltiples obstáculos para ver realizados sus contenidos, en un contexto que no ha favorecido la materialización de sus mandatos (Rodríguez, 2017).

En ese sentido, conviene sistematizar algunas de las principales características de la Constitución Política de Colombia, sobre las cuales existe un relativo consenso general. Para ello, vale la pena iniciar previamente con una mención a ciertos presupuestos conceptuales sobre la noción de Constitución, que permitan mostrar la forma en que el carácter normativo de la carta se ha venido desarrollando durante estos años de vigencia. Luego, se presentarán esquemáticamente algunos rasgos distintivos del proceso constituyente que se dio entre 1990 y 1991. A partir de lo anterior, se describirán algunos de los elementos más emblemáticos de la Constitución en sus primeras tres décadas de funcionamiento.

Conceptos de Constitución

Como todos los conceptos importantes de los ámbitos jurídico y político, el de Constitución no se reduce a una sola opción o alternativa. Aunque es cierto que el concepto jurídico y normativo de Constitución en la actualidad es el más extendido, se han planteado y se plantean otros conceptos diferentes. El que acaba de mencionarse concibe la Constitución como una norma o ley fundamental que regula el ejercicio del poder político, de manera que una constitución se parece a un código básico de derecho público. De otra parte, un concepto fáctico y político de Constitución la concibe como la estructura efectiva de ejercicio del poder político existente en una sociedad, a manera de una esencia fáctica que tendrían las sociedades, como la tienen los objetos o los seres vivos. Finalmente, también es posible plantear una concepción aspiracional de la Constitución, que la entiende como la consagración del modelo de sociedad al que un país quiere llegar algún día (Jaramillo, García, Rodríguez y Uprimny, 2018).

La influencia actual del concepto jurídico y normativo de constitución se explica en buena medida por el hecho de que:


[…] durante el tránsito a la modernidad se da un proceso en el que el término constitución no solo denota cierta organización del poder sino además su regulación jurídica a través de procedimientos, competencias, prescripciones, derechos y libertades contenidos en normas que pueden ser objeto de una formalización compleja en documentos escritos. (Jaramillo et al.,2018, p. 825)



Por lo tanto, aproximadamente desde finales del siglo XVIII, “la constitución suele identificarse con el conjunto de normas que regulan de modo fundamental la organización y el ejercicio del poder estatal, así como las relaciones entre el Estado y la sociedad” (Grimm, 2006, p. 28). De todas maneras, el concepto fáctico, que entiende la Constitución como “una forma de ser, y no de deber ser” (García-Pelayo, 2000, p. 46), no puede considerarse completamente abandonado. Por ejemplo, la famosa definición de Ferdinand Lassalle (1825-1864), de acuerdo con la cual la Constitución es “la suma de factores reales y efectivos que rigen en la sociedad” (Lassalle, 1997, p. 99), supone una concepción fáctica y política. Es más, ha habido algunos intentos de articular un concepto empírico con uno normativo de constitución. Es el caso del que realizó Hermann Heller (1891-1933), quien considera que:


[…] así como no pueden estimarse completamente separados lo dinámico y lo estático, tampoco pueden serlo la normalidad y la normatividad, el ser y el deber ser en el concepto de la Constitución. Una Constitución política solo puede concebirse como un ser al que dan forma las normas. (Heller, 1942, p. 269)



A partir de la concepción normativa de constitución, se han planteado numerosas clasificaciones (Rodríguez, 2016). Una de las más conocidas es la que distingue entre constitución en sentido formal y constitución en sentido material. Siguiendo los planteamientos de Hans Kelsen (1881-1973), la constitución en sentido formal es un orden de normas puesto por escrito en un documento que recibe este título y cuya aprobación y reforma están sometidas a mayores requisitos y condiciones que las de las leyes ordinarias (Kelsen, 2003, pp. 232-233). Con constitución en sentido material, por su parte, “se alude al conjunto de normas cuyo objeto es la organización del Estado, los poderes de sus órganos, las relaciones de estos entre sí y sus relaciones con los ciudadanos” (Otto, 1999, p. 17), con independencia de que se encuentren o no en la constitución escrita (Wheare, 1975, pp. 7-8). “Mientras que la primera es una definición que apunta a la estructura de las normas constitucionales y al procedimiento de su elaboración y reforma, la segunda tiene como referente el contenido de estas” (Favoreu, 1999, pp. 92, 96; Jaramillo et al., 2018, pp. 836-837).

Otra clasificación bastante conocida tiene como criterio los procedimientos de reforma de la constitución. Se trata de la que:


[…] distingue las constituciones rígidas, aquellas cuya reforma o revisión está sometida a condiciones especiales y más difíciles de realizar, de las constituciones flexibles, en las que no se prevén este tipo de condiciones y cuya reforma se realiza mediante el mismo procedimiento de las leyes ordinarias. (Jaramillo et al., 2018, p. 837)



Aunque en la actualidad no existe ninguna constitución íntegramente irreformable, hay varias que disponen que algunos de sus artículos, cláusulas o principios no pueden ser reformados mediante el procedimiento previsto en la propia constitución. Se trata de las denominadas cláusulas pétreas, intocables, irreformables o eternas (Jaramillo et al., 2018, p. 838). Estos límites sustantivos o de contenido pueden ser expresos o tácitos. De acuerdo con Karl Löewenstein (1983):


Es preciso distinguir entre las medidas para proteger concretas instituciones constitucionales —intangibilidad articulada—, y […] aquellas que sirven para garantizar determinados valores fundamentales de la Constitución que no deben estar necesariamente expresados en disposiciones o en instituciones concretas, sino que rigen como implícitos, inmanentes o inherentes a la Constitución. (p. 189)



A partir de esta distinción, la Corte Constitucional colombiana plantea otra que distingue entre la reforma y la sustitución de la constitución, al señalar que:


[…] aunque la Constitución de 1991 no establece expresamente ninguna cláusula pétrea o inmodificable, esto no significa que el poder de reforma no tenga límites. El poder de reforma, por ser un poder constituido, tiene límites materiales, pues la facultad de reformar la Constitución no contiene la posibilidad de derogarla, subvertirla o sustituirla en su integridad. (Sentencia C-551 de 2003)



La concepción jurídica y normativa de Constitución ha influido de manera significativa en la política colombiana desde los movimientos independentistas de 1810, aunque, a raíz de la Constitución de 1991, ella ha alcanzado un desarrollo notable en nuestro país y se ha convertido en la más extendida, no solo en el ámbito jurídico, sino en toda la sociedad. Con todo, las constituciones no han dejado de ser concebidas como un modelo a alcanzar, como una carta de navegación, según la concepción aspiracional, al tiempo que la compresión de esta realidad no puede dejar de lado los aportes del concepto fáctico y político de Constitución. Por lo tanto, es posible afirmar que, desde inicios del siglo XIX:


La idea constitucional había llegado para quedarse. Por encima o por debajo de los conflictos armados, las discordias desarmadas, las convicciones exaltadas, los debates civilizados y las proclamas heroicas, el camino de búsqueda emprendido por los colombianos desde aquel siglo estuvo inspirado siempre en la idea de constitución. (Trujillo, 2010, p. 15)



Es más, esta prevalencia de la idea constitucional, de la Constitución en un sentido jurídico, puede explicar las numerosas constituciones promulgadas durante el siglo XIX y el reformismo constitucional del siglo XX, que no ha dejado de afectar a la propia Constitución de 1991.

La elaboración y promulgación de la Constitución de 1991

El proceso constituyente que dio lugar a la Constitución de 1991 no solo fue la respuesta a la crisis política que en ese momento afectaba a las instituciones, sino que, además, se desarrolló en un contexto de profunda crisis social, por la violencia desencadenada por el narcotráfico y los grupos armados ilegales. “El aumento de la violencia encontró al Estado desarmado, no solamente por la falta de fuerza militar, sino por la fragilidad institucional” (Lemaitre, 2016, p. 5). Así pues, para enfrentar esta situación, desde 1988 se promovieron reformas constitucionales de envergadura que, con todo, fracasaron por la actitud de la clase política en el Congreso o porque algunas decisiones judiciales impidieron su entrada en vigor. Para empeorar las cosas, la situación parecía agravarse cada vez más:


La campaña electoral de 1989-1990 estuvo marcada por la violencia de los narcotraficantes que buscaban crear un clima de terror y forzar al gobierno a suprimir la extradición. Los paramilitares y narcotraficantes asesinaron a tres de los candidatos a la presidencia. En 1989 mataron a Luis Carlos Galán, candidato oficial, cuyo programa garantizaba la continuación de la guerra contra el narcotráfico y el mantenimiento de la extradición. En 1990, firmada la paz con varios grupos guerrilleros, asesinaron a Bernardo Jaramillo, candidato de la UP, el grupo político creado por las FARC, y a Carlos Pizarro, el candidato del M-19 que había firmado la paz. (Melo, 2017, p. 267)



Esta situación de violencia desenfrenada, en especial el asesinato del candidato presidencial Luis Carlos Galán, generó una respuesta de la ciudadanía con una participación especial de los estudiantes universitarios. Después de la llamada Marcha del silencio, que congregó a miles de personas, este movimiento se enfocó en exigir una reforma institucional como mecanismo para superar la violencia. Se denominó Movimiento todavía podemos salvar a Colombia y se fijó como propósito central la inclusión de una séptima papeleta en las elecciones del 11 de marzo de 1990, para que los votantes se pronunciaran sobre la posibilidad de convocar una asamblea que reformara la Constitución. Se decía que era la séptima papeleta porque se requería que cada ciudadano llevara a las urnas las papeletas con su voto para participar en las seis elecciones convocadas para ese día: elecciones de alcalde, de concejales, de diputados, de senadores, de representantes a la Cámara y de consulta de Partido Liberal para designar su candidato a la presidencia, a las cuales se uniría la consulta sobre la reforma a la Constitución, que sería la séptima. Sin embargo, como este no era el procedimiento previsto en la Constitución vigente en ese momento, la de 1886 con sus sucesivas reformas, los promotores de la séptima papeleta elevaron una consulta al Registrador Nacional para que rindiera concepto sobre su viabilidad. “La respuesta del funcionario fue afirmativa. Las elecciones fueron realizadas y la séptima papeleta contó finalmente con el respaldo de aproximadamente dos millones de votantes” (Quinche, 2009, p. 53).

Después de esta manifestación de un sector de la opinión pública a favor de la convocatoria de una Asamblea Constituyente se produjeron varias decisiones que le dieron respaldo institucional y el apoyo de la clase política, decisiones que Hernando Valencia (2010) sintetiza de esta manera:


Fueron ellas dos decretos de Estado de sitio, dos sentencias de la Corte Suprema y dos votaciones generales, que incorporaron el llamamiento puramente político del electorado a la normatividad formal y permitieron así tramitar de manera positiva el quebrantamiento de la tradición constitucional en que todo el experimento consistía. Mediante el primer decreto, la administración Barco reconoció el carácter constituyente del pronunciamiento electoral, lo cual dio pie a la Corte para revisarlo y evaluar en principio la iniciativa a través de una consulta general a la ciudadanía. A esta primera sentencia del tribunal constitucional seguiría la elección general en la cual se escogió al nuevo presidente y una amplia mayoría —cinco millones setecientos mil votos— respaldó la convocatoria de una Convención Constituyente. Ya bajo la siguiente administración se expidió un segundo decreto de estado de sitio que contenía un temario limitado y ciertas prohibiciones para el organismo reformador. La Corte, en una decisión dividida pero histórica, determino que la Asamblea no podía tener restricciones pues su mandato provenía del soberano y dispuso que ella misma fijase su agenda y regulase sus deliberaciones. Allanando así el camino, el 9 de diciembre se realizó la última y definitiva votación general para convocar e integrar el órgano constituyente, que tendría setenta y dos delegados y sesionaría durante cinco meses a partir del mes de febrero siguiente. (p. 207)




A pesar de la baja votación en estas elecciones —apenas de 3 700 000 votos—, la Asamblea Nacional Constituyente pudo contar con una legitimidad destacable, gracias a los resultados de la consulta sobre su convocatoria que se había realizado junto con las elecciones presidenciales y, sobre todo, por el pluralismo de los elegidos. El pluralismo era otra forma de decir que en la Asamblea había más posiciones políticas de las que estaban usualmente representadas en la política colombiana, dominada por los partidos Liberal y Conservador. La Asamblea se caracterizó por la fragmentación de los partidos tradicionales y por la presencia relativamente fuerte de la izquierdista Alianza Democrática M-19, surgida de un acuerdo de paz. De todas maneras:


Casi todos los constituyentes eran hombres (de 70, solo había cuatro mujeres), apenas dos indígenas y ningún afrocolombiano. […] En 1991, el tema de la diversidad de razas, etnias e identidades sexuales casi no se discutía, como sí ocurre ahora. Este sería uno de los grandes cambios que trajo la Constitución de 1991. (Lemaitre, 2016, p. 14)



Además, también quedaron por fuera otros grupos guerrilleros con los cuales no se logró un acuerdo de paz, en especial las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC). De hecho, el día de las elecciones de los miembros de la Asamblea, el gobierno del presidente César Gaviria ordenó un ataque militar a su campamento central.

En este contexto, la Asamblea Nacional Constituyente inició sus trabajos y deliberaciones en febrero de 1991. El pluralismo de su composición supuso que no hubiera un dominio de un grupo o partido político, al tiempo que fracasaron las tentativas de coalición. Las alianzas se lograron respecto a temas puntuales en las cinco comisiones y en las numerosas subcomisiones en que se subdividieron. Contrario a las constituciones del siglo XIX o las reformas del XX, impuestas desde una sola perspectiva partidista, la Constitución que finalmente fue aprobada “es hija del multipartidismo momentáneo de la Asamblea y proviene de una reacción colectiva, casi anónima, conforme a un procedimiento inductivo en el cual resulta imposible reconocer una identidad ideológica o política” (Valencia, 2010, p. 21). En cuanto a la influencia de las constituciones extranjeras, puede decirse que se mantuvo la influencia de los modelos más conocidos. Así pues:


El texto de la Constitución de 1886 y algunas de sus principales reformas (1910, 1936, 1968) fueron fuertemente influenciados por países como Francia y Estados Unidos. Por su parte, el análisis de los debates de la Asamblea Nacional Constituyente permite afirmar que el influjo de estos países se mantiene en pleno siglo XX y se manifiesta con fuerza en el texto constitucional aprobado en 1991. (Guevara y Rodríguez, 2018, p. 78)



Aunque la Asamblea entró en conflicto con un sector de la clase política, al revocar el Congreso elegido en 1990, las relaciones con las ramas Ejecutiva y Judicial fueron menos tensas y, aunque se produjeron serios debates sobre algunos asuntos particulares, —por ejemplo, el preámbulo, en el que se invocaba la protección de Dios, solo alcanzó el mínimo de 37 votos—, la mayoría de los artículos fueron aprobados con el respaldo de buena parte de los miembros de la Asamblea (Cepeda, 1993, p. XLIII). La Constitución fue proclamada en una ceremonia televisada el 4 de julio de 1991. En ella, se tomó la firma de los constituyentes, pero el texto completo no fue certificado por el secretario general de la Asamblea, sino un par de días después, situación que no dejó de generar comentarios en algún sector de la prensa (De la Calle, 2004, pp. 224-230).

Principales características de la Constitución Política de Colombia

La Constitución Política aprobada en 1991 es una de las más extensas del mundo, con 380 artículos permanentes y 60 transitorios, a los cuales se han añadido otros más a través de las sucesivas reformas que ha experimentado. En relación con estos datos, algunos autores han explicado que este fenómeno es característico de las constituciones recientes y han justificado la amplitud de los articulados en la complejización misma de las sociedades modernas (Cepeda, 2022, p. 268). Ahora bien, este aspecto formal no oculta que la Constitución de 1991 ha sido reconocida como un referente regional, con respecto a varios aspectos del constitucionalismo contemporáneo. Dentro de los más relevantes se encuentran: la consagración de mecanismos de protección judicial reforzada de los derechos como la acción de tutela; la ampliación del alcance y, sobre todo, la exigibilidad judicial de los derechos sociales; el desarrollo de una concepción del derecho constitucional basada en la diversidad, el pluralismo y la multiculturalidad; el diseño de un marco robusto de protección ambiental bajo el modelo de Constitución ecológica; y la vinculación intensa entre los estándares del derecho internacional de los derechos humanos y su rol en la definición del contenido constitucionalmente protegido de los derechos reconocidos por la propia carta (Rodríguez y Ruano, 2018, pp. 11-12).


Para definir las partes que integran una constitución, tradicionalmente, se acude a la distinción entre parte orgánica y parte dogmática.


La parte dogmática, también llamada de los principios, está conformada por los enunciados que establecen los principios generales, los valores constitucionales, la carta de derechos, las responsabilidades de las personas y, en el caso colombiano, los mecanismos de defensa constitucional. (Quinche, 2009, p. 58)



Por su lado:


[…] la parte orgánica, también llamada de los poderes, contiene los enunciados relacionados con la distribución y ejercicio del poder público dentro del Estado. Sus normas desarrollan las distintas funciones públicas, determinan los órganos que las ejercen y distribuyen sus competencias. (Quinche, 2009, p. 59)



La tabla 1 recoge los contenidos que conforman cada parte de la Constitución Política de Colombia.

Con base en esta aproximación general al contenido de la Constitución, es posible destacar algunas de sus características estructurales que determinan el sentido general de todo el texto. Para ello, se puede tomar como referencia la propuesta del gran constitucionalista colombiano y recordado Juan Fernando Jaramillo (†2012), quien identifica varios aportes principales de la Constitución de 1991, en sus primeros años de funcionamiento (Jaramillo, 2007).

La defensa de la categoría Estado social de derecho

Una novedad de la Constitución de 1991 es la inclusión de la noción de Estado social de derecho. En ella, se preserva la pretensión básica del Estado de derecho consistente en establecer unos límites jurídicos al poder, que encuentran su justificación en la protección de los derechos y libertades de la persona. Este modelo integra así una de las características centrales del constitucionalismo liberal clásico, aunque se distancia de este en varias otras.


Está su pretensión de completar la legitimación democrática, mediante la eliminación de las restricciones que pesaban sobre los derechos de participación política y, además, su propósito de que el derecho constitucional sea el marco jurídico-institucional que garantice un nivel mínimo de igualdad en las condiciones de vida de las personas, a través del reconocimiento de derechos sociales y económicos y de la intervención del Estado en la economía y en otros ámbitos de la sociedad. (Jaramillo et al., 2018, pp. 851-852)



La ampliación del catálogo de derechos fundamentales

Uno de los aportes de la Constitución de 1991 que más reconocimiento ha recibido ha sido la ampliación del catálogo de derechos fundamentales. Ahora bien, este reconocimiento se ha dado, sobre todo, porque no se ha limitado a la enunciación de los derechos, sino que supuso, además, el establecimiento de mecanismos jurídicos de garantía.


Tabla 1. Esquema general de la Constitución Política de Colombia







	Esquema general de la Constitución Política de Colombia




	I. Parte dogmática




	Preámbulo

Principios fundamentales (título I, artículos 1 a 10)

Derechos y libertades (título II, artículos 11 a 82)

Derechos fundamentales

Derechos sociales, económicos y culturales

Derechos colectivos y del ambiente

Mecanismos de garantía de los derechos (artículos 83 a 94)

Deberes constitucionales (artículo 95)

Ciudadanía, nacionalidad y territorio (título III, artículos 96 a 102)

Participación democrática, partidos políticos y oposición (título IV, artículos 103 a 112)




	II. Parte orgánica




	Aspectos generales de la estructura del Estado y la función pública (título V, artículos 113 a 131)

Función Legislativa (título VI, artículos 132 a 188)

Función Ejecutiva (título VII, artículos 189 a 227)

Función Judicial (título VIII, artículos 228 a 257)

Elecciones y organización electoral (título IX, artículos 258 a 266)

Organismos de control (título X, artículos 267 a 284)

Organización territorial (título XI, artículos 285 a 331)

Régimen económico y de la hacienda pública (título XII, artículos 332 a 373)

Reforma de la constitución (título XIII, artículos 374 a 380)

Disposiciones transitorias (artículos transitorios 1 a 60) y artículos transitorios adicionados por el Acto Legislativo 2 de 2002, el Acto Legislativo 1 de 2009, el Acto Legislativo 2 de 2011, el Acto Legislativo 1 de 2012, el Acto Legislativo 1 de 2016, el Acto Legislativo 1 de 2017 (normas para la terminación del conflicto armado y la construcción de una paz estable y duradera), el Acto Legislativo 2 de 2017, el Acto Legislativo 3 de 2017 y el Acto Legislativo 2 de 2021 (circunscripciones transitorias especiales de paz para la Cámara de Representantes en los periodos 2022-2026 y 2026-2030).







Fuente: elaboración propia.





Ello significa que su cumplimiento puede ser exigido ante los jueces de la república, con lo cual los derechos fundamentales de las personas, consagrados en la Constitución, ya no constituyen simples propósitos o guías filosóficas que han de guiar la labor del Legislador, sino que son normas de obligatorio acatamiento por parte de las instituciones públicas e, incluso, de los particulares. Precisamente, este hecho es el que ha permitido que los derechos fundamentales de las personas hayan adquirido la potencialidad y el dinamismo que demuestran actualmente en la sociedad colombiana. (Jaramillo, 2007, p. 73)



En este orden de ideas, es posible afirmar que:


[…] de todas las reformas institucionales que introdujo la nueva carta, la tutela ha sido quizá la de mayor impacto. La posibilidad de hacer efectivos los derechos ante cualquier juez, sin tener abogado, incidió de manera decisiva en el funcionamiento de las instituciones y en la cultura legal del país, pues los colombianos la han utilizado masivamente. (Lemaitre, 2016, p. 18)



En el texto de la Constitución, los derechos aparecen después del preámbulo y los principios fundamentales, en el título II, artículos 11 a 82. Allí se clasifican en derechos fundamentales (capítulo 1), derechos sociales económicos y culturales (capítulo 2) y derechos colectivos y del ambiente (capítulo 3). Además, en este mismo título, se definen los mecanismos de garantía o acciones constitucionales (capítulo 4) —entre ellos, precisamente la acción de tutela— y los deberes y obligaciones (capítulo 5). Frente a dicha clasificación, surge la pregunta de si ella implica la determinación de diferentes niveles de protección de los derechos establecidos en la Constitución, de manera que solo los fundamentales tendrían mecanismos reforzados de protección (en particular, la tutela). A diferencia de una respuesta rígida y formalista, una respuesta garantista considera que “al ser todos ellos derechos humanos, deben ostentar niveles similares de protección y eficacia, de manera que, en su conjunto, son considerados como fundamentales, asignándoles los mismo niveles e instrumentos de protección” (Quinche, 2009, p. 132).

En particular, el concepto de derechos fundamentales sufrió una intensa adecuación en la jurisprudencia constitucional entre 2001 y 2008. No se trató de un giro abrupto o una ruptura radical, sino de un proceso que tuvo antecedentes, incluso en los primeros años de trabajo de la Corte, pero que solo se consolidó en el periodo citado. Esa construcción dogmática fue sistematizada por la Sala Plena en las sentencias C-288 de 2012 —sobre sostenibilidad fiscal— y C-372 de 2011 —principio de progresividad en la definición de requisitos para el acceso al recurso extraordinario de casación en materia laboral—.

En resumen, puede hablarse de una serie de transiciones relevantes sobre la comprensión de la noción de derecho fundamental de la que pueden mencionarse las siguientes etapas: una primera y efímera etapa caracterizada por la defensa de la existencia de generaciones de derechos (T-008 de 1992), que fue abandonada rápidamente por la Corte Constitucional para dar paso a un entendimiento más amplio encaminado a asegurar la eficacia de todos los derechos constitucionales. Así, con el fin de salir de las restricciones impuestas por el capítulo I del título II y del artículo 85 de la carta, la Corte hizo uso de figuras como la conexidad, imperante en la primera década de jurisprudencia de la Corte, y el derecho al plan (T-595 de 2002 y T-760 de 2008), las cuales le permitieron incorporar los derechos sociales en la noción de derecho fundamental. Al respecto, la Corte consideró que la comprensión clásica, según la cual este tipo de derechos debe ser considerado como derechos no exigibles judicialmente en la medida en que solo generan obligaciones progresivas, es un error categorial. La Corte señaló que los derechos constitucionales no pueden categorizarse simplemente como de derechos de abstención y derechos de prestación y, a partir de allí, definir su fundamentabilidad, pues (i) todos los derechos constitucionales involucran contenidos y obligaciones de naturaleza positiva y negativa; además, (ii) todos reclaman la ausencia de intervención en algunas de sus dimensiones o la intervención directa del Estado en otras, y (iii) la aclaración de la premisa, según la cual todos los derechos cuestan (Castro y Carvajal, 2017, pp. 15-25).

A partir de lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha perfilado una noción contemporánea más comprehensiva, según la cual todos los derechos constitucionales son fundamentales. Para la Corte Constitucional ello es así porque estos se dirigen a la realización de la dignidad humana, mantienen relaciones de interdependencia y son indivisibles (T-428 de 2012). Es por ello que el carácter normativo de la Constitución Política nos lleva a considerar que sus cláusulas son mandatos concretos y no simples enunciados programáticos.

Estructura institucional para la protección de los derechos

Además de las acciones constitucionales para la garantía de los derechos, tales como la acción de tutela, las acciones populares y las acciones de cumplimiento, la Constitución creó una serie de instituciones para velar por su vigencia y protección, entre las cuales se destacan la Corte Constitucional y la Defensoría del Pueblo. Este respaldo institucional ha sido fundamental para llevar el discurso de los derechos a la práctica. Por esta razón, puede afirmarse que:


[…] los constituyentes eran plenamente conscientes de que la consagración de derechos y libertades resultaba inútil si no se establecían mecanismos para garantizarlos. En consecuencia, se establecieron todo tipo de medidas para asegurar su eficacia. En primer lugar, los derechos están dotados de eficacia directa. Es decir, no se precisa una ley del Congreso de la República que desarrolle su contenido para ser exigibles. En segundo lugar, solo el Congreso, como representante de la voluntad popular, puede regular el ejercicio de los derechos, y no el Ejecutivo. Así, dada las especiales mayorías que se requieren para aprobar este tipo de normas, se asegura tanto la existencia de consenso como cierta estabilidad en el régimen de los derechos. En tercer lugar, los derechos se pueden exigir ante los jueces de forma directa, a través de la acción de tutela, mediante la cual cualquier ciudadano puede reclamar a cualquier juez la protección inmediata, a través de un procedimiento muy breve e informal (art. 86). (Sánchez, 2016, p. 77)



En este marco institucional, conviene destacar el papel que ha cumplido la Corte Constitucional, ya que este tribunal:


[…] ha tenido un protagonismo en la vida política colombiana que es reconocido no solo por quienes apoyan su labor sino incluso por sus más feroces críticos. No hay pues duda sobre la importancia política de la Corte. Sobre la orientación de su jurisprudencia, en cambio, existe mayor polémica. Así, algunas de sus decisiones han sido calificadas como regresivas y han sido criticadas en forma severa por los movimientos sociales y de derechos humanos. […] Sin embargo, en términos generales, el tribunal ha sido vigoroso en su protección de los derechos de las personas y de las minorías, así como en su intención por controlar los abusos de las autoridades y de los poderosos. (Uprimny y García, 2004, pp. 463-464)



Uno de los escenarios donde puede advertirse un alto grado de incidencia del trabajo de la Corte Constitucional, y que constituye uno de los desarrollos más sofisticados del constitucionalismo colombiano, está en la implementación de la figura del estado de cosas inconstitucional, para la formulación de profundos y vigorosos reproches a la institucionalidad por permitir la consolidación de situaciones graves, en términos de protección y garantía de derechos. Esta figura se ha decretado en casos de (i) violaciones masivas y recurrentes de los derechos fundamentales de ciertas poblaciones; (ii) cuando esas violaciones no tienen origen en circunstancias específicas, sino en déficits sistemáticos en el cumplimiento por parte de las autoridades de sus obligaciones legales y constitucionales, dada la complejidad de los problemas y las limitaciones de las respuestas individuales; (iii) reclaman medidas generales y estructurales para su atención. Esta figura ha sido empleada para el análisis de graves situaciones como la crisis penitenciaria y carcelaria (T-153 de 1998; T-388 de 2013, T-762 de 2015 y SU-122 de 2022); el desplazamiento forzado (T-025 de 2004), demoras en los trámites pensionales (A-110 de 2013 y T-774 de 2015); la situación de desnutrición de los niños y niñas wayuu (T-302 de 2017), las violaciones contra la vida, seguridad e integridad personal de los firmantes del Acuerdo Final de Paz, sus familias e integrantes del partido político Comunes (SU-020 de 2022), entre otras. En algunos de estos casos, la Corte ha dispuesto la creación de salas especiales de seguimiento (SES) para conservar la competencia y hacer directamente el monitoreo del cumplimiento de sus órdenes. Estos estados de cosas inconstitucionales han puesto sobre la mesa discusiones intensas en la teoría constitucional colombiana, no solo sobre el impacto económico de las sentencias, sino también sobre el carácter (anti)democrático o contramayoritario de la justicia constitucional. En ellas se evalúa, por un lado, la participación directa de la sociedad civil en las audiencias públicas con decenas de intervinientes que dialogan en torno a un mismo problema y, por otro lado, la irrupción de la Corte, a través de sus decisiones, en ámbitos considerados tradicionalmente propios y exclusivos de otras ramas del poder público.

Estructura institucional para la organización del Estado

Además de los mecanismos institucionales para la garantía de los derechos, la Constitución define los órganos que integran el Estado colombiano. La carta de 1991 tuvo precisamente como uno de sus objetivos fortalecer el Estado y su capacidad institucional. En efecto, como ya se indicó:


La Constitución de 1991 instauró en el país un nuevo modelo de Estado: el Estado social de derecho, de carácter democrático, aunque conservó la estructura orgánica del régimen constitucional anterior, que se caracteriza por su marcado presidencialismo. De todas formas, introdujo algunos cambios institucionales importantes, entre los cuales se destaca el establecimiento de la Corte Constitucional. (Rodríguez, 2021, p. 63)




De esta manera, la estructura político-administrativa y la división de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial no cambiaron radicalmente y “la nueva Constitución mantuvo la división tripartita de los poderes dentro de la clara línea de Montesquieu, buscando la armonía de los mismos dentro de cada uno” (Uribe, 1996, p. 286). Ahora bien, su artículo 113 dispone, además, que existen otros órganos autónomos e independientes, para el cumplimiento de las demás funciones del Estado. De esta manera, el diseño de la organización de las instituciones se hace más complejo, aunque no solo desde una perspectiva cuantitativa, sino también cualitativa, porque supone tanto la separación de funciones como mecanismos de control mutuo entre ellas.

En cuanto a la forma de organización del Estado, la Constitución mantiene la tradición centralista, al establecer que está “organizado en forma de república unitaria” (art.1.º), aunque la matiza al reconocer su carácter descentralizado y la autonomía de sus entidades territoriales. En este orden de ideas, la moderación del Estado unitario se realiza a través de diferentes modalidades de descentralización administrativa y a través de la autonomía de las entidades territoriales.

La diversidad étnica y cultural de la nación colombiana

La Constitución de 1991 buscó hacer frente a problemas que nos han acompañado desde la época de la Colonia, entre los que se encuentran: el autoritarismo, la intolerancia religiosa, los déficits de representación, los límites a la participación política y, particularmente, la discriminación étnica y cultural. En relación con este último punto, durante el proceso constituyente los pueblos indígenas, dada su condición de víctimas históricas desde los tiempos de la conquista, fueron reconocidos como sujetos decisivos en la reconstrucción del régimen político y la reconciliación nacional. En concreto, las discusiones que se sostuvieron en el interior de la Asamblea Nacional Constituyente, frente a los desafíos que planteaba la protección de la diversidad étnica y cultural en el nuevo modelo constitucional giraron, especialmente, en torno a dos temas: por un lado, en relación con el reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas como sujetos diferenciados y la correspondiente ampliación de sus derechos; por otro lado, frente a la apertura democrática para permitir su participación en la vida pública, por medio de fórmulas que superaran el modelo centralizado que había caracterizado el sistema político colombiano desde 1886.

Para lograr esos objetivos, el artículo 7 de la Constitución Política reconoció que la nación colombiana es diversa. Este reconocimiento, impulsado por la dogmática del bloque de constitucionalidad y la aplicación robusta del Convenio 169 de la OIT, ha servido como base para la defensa y consolidación de un profundo entramado de derechos de los pueblos étnicos: la propiedad colectiva sobre sus tierras y territorios ancestrales o colectivos, así como la aspiración —aún postergada— de constituirse en entidades territoriales indígenas; la participación, la consulta y el consentimiento previo, libre e informado, anterior a la expedición de normas, medidas y proyectos susceptibles de afectarles directamente; la protección a sus usos y costumbres, especialmente, a través de la defensa de la jurisdicción especial indígena; la creación de espacios de representación propios en el Congreso de la República, para los pueblos indígenas, afrocolombianos y raizales; el carácter oficial de sus idiomas y lenguas, para la defensa de la riqueza lingüística, la garantía de la educación con pertinencia étnica o la facultad de desarrollar sistemas de salud propios. Además, ha propiciado conversaciones, hoy en curso, sobre la autodeterminación en el manejo de recursos para materializar derechos, su reconocimiento como autoridades ambientales, la relación entre consulta y justicia ambiental, la protección al conocimiento sobre plantas o especies vegetales, entre otras.

Democracia y sistema electoral

La Constitución de 1991 pretendió darle un nuevo alcance a la intervención ciudadana en el ejercicio y control del poder a través de la ampliación del concepto de democracia. Según la Corte Constitucional:


La democracia en tanto eje axial del sistema jurídico colombiano, así como los conceptos que usualmente se encuentran asociados a ella como soberanía, pueblo, participación y representación, son empleados en la Constitución con varios propósitos […]. En efecto, tales categorías son incorporadas en la Carta Política para establecer la fundamentación del poder político ejercido por los diferentes órganos —la democracia como fuente de legitimidad—; para reconocer y tutelar los derechos de participación de los individuos y la sociedad en la conformación y control del poder político e imponer deberes de respeto y protección al Estado y a los particulares —la democracia como fundamento de derechos y obligaciones—; y, para definir la forma en que tal poder opera democráticamente y los ámbitos en los que su aplicación puede exigirse —la democracia como expresión de reglas de funcionamiento y toma de decisiones—. (Corte Constitucional, sentencia C-150 de 2015)




Con este marco conceptual, la Constitución busca realizar el paso de una democracia representativa a una democracia participativa:


El concepto de democracia participativa es más moderno y amplio que el de la democracia representativa. Abarca el traslado de los principios democráticos a esferas diferentes de la electoral, lo cual está expresamente plasmado en el artículo 2.º de la Carta. Es una extensión del concepto de ciudadanía y un replanteamiento de su papel en una esfera pública que rebasa lo meramente electoral y estatal. (Corte Constitucional, sentencia T-637 de 2001)



Por estas razones, la Constitución consagró distintos mecanismos de participación popular, en desarrollo no solo de la democracia participativa, sino, además, del principio de la soberanía popular, tales como: el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato (art. 103). Asimismo, la Constitución tuvo el propósito de “abrir el espacio político a nuevos partidos y movimientos, para ponerle fin al monopolio que han ejercido los partidos Liberal y Conservador sobre la vida política del país” (Jaramillo, 2007, p. 77).

Régimen económico

Una de las características más notables de las constituciones que buscan desarrollar el modelo del Estado social de derecho es incluir normas sobre la economía. En el caso de la Constitución Política de Colombia:


[…] el régimen económico y de la hacienda pública, delimitado en el título 12 […], ofrece variables de no poca monta. En primer lugar, se consagró el principio de la actividad económica y la iniciativa privada como libre, en orden al bien común, al tiempo que reafirma la intervención del Estado como la mejor herramienta para buscar la sociedad igualitaria. (Uribe, 1996, p. 297)



Frente a estos contenidos, algunas de las preguntas que surgen son la de saber si la Constitución establece un modelo económico preciso, y si el Legislativo y el Ejecutivo están limitados por las normas constitucionales que consagran derechos afectados por las políticas económicas y en materias como los impuestos, el mercado, el régimen laboral, etc. Para responder a estas cuestiones es posible formular dos alternativas. Por un lado, las constituciones que institucionalizan un modelo económico y, por el otro, las constituciones que tienden a ser abiertas a este respecto:


Entendemos por una constitución que institucionaliza un modelo económico aquella que no solo establece límites a la acción del Estado y que proclama objetivos que serían deseables, sino que además incide en la política económica, en la medida en que desde el texto constitucional estarían prefigurados los instrumentos para alcanzar dichos objetivos. […] Por el contrario, una constitución abierta, que no constitucionaliza un modelo económico, es aquella que admite una pluralidad de formas para llegar a un mismo objetivo. Ese tipo de constituciones establece que ese objetivo es deseable y, hasta cierto grado, normativamente vinculante, pero ofrece la posibilidad de utilizar políticas, instrumentos y medios diversos para alcanzarlo. (Uprimny y Rodríguez, 2016, pp. 115-116)



A partir de los contenidos de la Constitución de 1991 y de sus desarrollos jurisprudenciales es posible afirmar que se trata de:


[…] una Constitución normativa y valorativa de constitucionalismo social, en la medida en que no solo reconoce derechos liberales, sino también reconoce derechos sociales y les da fuerza normativa; y es una Constitución abierta porque admite políticas económicas muy diversas para alcanzar esos derechos sociales. (Uprimny y Rodríguez, 2016, p. 117)



Por eso, desde sus primeras sentencias, la Corte Constitucional señaló que las mayorías pueden optar por muy diversas políticas económicas, lo que muestra que la Constitución de 1991 es abierta:


[…] no es un texto neutro que permita la aplicación de cualquier modelo económico, pues las instancias de decisión política deben, por una parte, respetar los límites impuestos por el conjunto de derechos y, por otra, operar conforme a los valores y principios rectores que la Carta consagra, así como procurar la plena realización de los derechos fundamentales. (Corte Constitucional, sentencia C-040 de 1993)




De la estructura de los volúmenes y las rutas investigativas por construir

Ciertamente, los cambios mencionados no han sido los únicos ocurridos en los primeros treinta años de la Carta Política. Durante este tiempo también se han presentado diversas discusiones que cuestionan algunas de las normas e instituciones y, sustancialmente, ponen en tela de juicio la realización de las promesas de la Constitución de 1991. Los trabajos que a continuación se presentan, desde diferentes ángulos y miradas, ofrecen un examen crítico que da cuenta de los avances y retrocesos en su implementación con una perspectiva analítica y descriptiva sobre sus contenidos y desarrollos jurídicos e institucionales.

Así, con el fin de darle un orden a los textos elaborados por las y los autores de los capítulos que integran esta obra, estos se han dividido en tres grandes partes. En la primera, bajo el título Discusiones fundamentales, se recogen los trabajos que estudian algunos de los fundamentos conceptuales, socioculturales, económicos e históricos necesarios para aproximarse al origen, los fundamentos y los desarrollos de la Constitución, poniendo así de presente las discusiones jurídicas, filosóficas, sociales y políticas más destacables. La segunda parte, titulada Los derechos y las libertades, reúne aquellos textos que reflexionan sobre aspectos relacionados con lo que tradicionalmente se conoce como la parte dogmática de la Constitución. Esta parte busca brindar un panorama general de los desarrollos, limitaciones, desafíos y perspectivas de futuro para su garantía e implementación. Finalmente, la tercera parte, con el título El sistema de frenos y contrapesos y la estructura institucional, presenta una serie de análisis dedicados a la organización de los poderes públicos que estableció la Constitución de 1991 y sus desarrollos posteriores, al tiempo que ofrece una descripción jurídica e institucional, en contexto político y social, y un balance crítico que plantea algunos elementos para un análisis prospectivo. Estas tres partes conforman los tres volúmenes en los que se publica esta obra.

No obstante, a pesar de los destacables aportes de las investigaciones que integran esta obra, somos conscientes de que persisten varios vacíos y puntos grises en la reflexión constitucional colombiana. En relación con los estudios preocupados por el contenido y el alcance de los derechos, la bibliografía que se está produciendo, especialmente en las universidades, necesita ir más allá de esquemas formales que se reducen a la descripción de las posiciones o líneas jurisprudenciales de las altas cortes frente a ciertos temas. La sociedad colombiana requiere de la comunidad académica para impulsar investigaciones más robustas que se pregunten no solo por lo que dijo determinada corporación judicial, sino que evalúen el impacto material de sus decisiones en las comunidades y en los territorios objeto de sus pronunciamientos. En otras palabras, si bien los estudios dogmáticos son importantes y ha habido un incremento sensible en los trabajos de sociología jurídica, hoy las investigaciones empíricas son necesarias y urgentes: no se trata de decir únicamente qué es el derecho, a través de lo que nos dicen las cortes, sino de identificar y precisar críticamente cómo está funcionando el derecho en la realidad.

Sumado a lo anterior, como en su momento lo señalara Juan Fernando Jaramillo, persiste la asimetría entre la gran cantidad de análisis dedicados a la dogmática de los derechos respecto a la más reducida producción académica dedicada al estudio de la parte orgánica de la constitución, precisamente, la encargada de definir las reglas que determinan la organización del poder. Esta deficiencia nos hace olvidar con frecuencia que la arquitectura institucional tiene una responsabilidad significativa en la materialización de los derechos (Gargarella, 2014; González, 2015). Si bien:


[…] las instituciones y prácticas desarrolladas después del proceso constituyente en 1991 no han dejado de ser percibidas como avances novedosos en el marco del constitucionalismo en América Latina […] quedan aún muchas tareas pendientes. Por solo mencionar algunas que llaman permanentemente la atención, cabe destacar el problema de la reforma política, la permanentemente aplazada reforma a la justicia y las irresueltas contrariedades de la descentralización institucional. (Rodríguez y Ruano, 2018, p. 12)



En esa dirección, tenemos pendientes estudios más ambiciosos y precisos, entre otros, sobre asuntos como el funcionamiento estructural de los órganos de control y el alcance de las funciones de aquellos que conforman el ministerio público. También sobre las reglas electorales en temas como la circunscripción nacional para la elección del Senado y las dificultades del diseño actual para que algunos departamentos puedan elegir senadores; la financiación de las campañas políticas, y los diseños legales favorables al clientelismo y la compra de votos. En lo relacionado con la reforma a la justicia, requerimos estudios juiciosos que evalúen, por arriba, los procesos de elección de magistrados de altas cortes y el impacto de los arreglos constitucionales que han dispuesto múltiples funciones electorales en estas corporaciones y, por abajo, la eficacia de la estructura administrativa de la rama Judicial, la eficiencia de los procesos en las diferentes ramas del derecho y la implementación de nuevas tecnologías en el funcionamiento de los juzgados y tribunales del país para enfrentar los altos índices de congestión. Por otra parte, a pesar de los vertiginosos desarrollos en torno a lo que se ha denominado el constitucionalismo de la paz, aún hay ajustes de ingeniería constitucional por auscultar, en particular, en lo relacionado con el diseño y la puesta en marcha de las jurisdicciones especial para la paz y agraria, así como sus impactos en la institucionalidad del país.

La conmemoración de los treinta años de la promulgación de la Constitución Política fue un escenario ideal para detenernos —profesoras, profesores, estudiantes, egresadas y egresados— colectivamente a pensar, formular y agrupar en un solo lugar los balances sobre sus avances y falencias. La generación y promoción de este diálogo han sido los objetivos principales de esta obra. En efecto, como lo muestran los capítulos que se presentan a continuación, los propósitos que la carta de 1991 formuló tuvieron que enfrentarse a innumerables obstáculos en su implementación, cuyo profundo impacto permite afirmar que ella se presenta como un ideal que ha intentado realizarse en medio de la tormenta de los problemas estructurales de la sociedad colombiana.
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